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Resumen:

La sociedad actual es compleja, diversa, plural, en consecuencia, polié-
drica. En las últimes décadas España ha experimentado una profunda
transformación, los tradicionales modos de vida han devenido en otros, los
actuales, que presentan unas características que exigen ser analizadas para
poder afrontar, desde la racionalidad y no desde la emotividad, las dificul-
tades que nos plantea esta nueva sociedad que está emergiendo. Los tradi-
cionales métodos de resolución de conflictos, el control, la sanción o la
coacción, devienen, hoy, pocos efectivos a la hora de abordar los problemas
derivados de la convivencia.

La sociedad tradicional que hemos conocido hasta hace unas décadas
en España ha sufrido una profunda mutación como consecuencia, no de los
propios conflictos generacionales, si no que, a esos tradicionales efectos se
les deben incorporar, hoy, la llegada de personas que, procedentes de otros
lugares, presentan diferentes culturas, costumbres, que pueden colisionar
con la población autóctona.

La gestión de las diferencias es una necesidad sin la que no es posible
abordar los problemas que se pueden plantear en las calles y espacios
públicos de nuestras ciudades, en las comunidades de vecinos, en los patios
de las escuelas, por lo que, es necesario que una sociedad diversa no solo
deba ser reconocida, amparada, tutelada si no que, además, debe ser ges-
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SUMARIO:

tionada desde la implicación de la ciudadanía a través de la participación
y la transparencia, evitando, de esa forma, la resolución de esas dificultades
apelando al populismo punitivo, el de soluciones fáciles para problemas
difíciles.

Palabras clave:

Participación ciudadana, seguridad, convivencia, espacio público.

Abstract:

Today’s society is complex, diverse, plural, consequently, polyhedral.
In recent decades, Spain has experienced a profound transformation; tra-
ditional ways of life have become others, current ones, which present cha-
racteristics that require analysis in order to be able to face the difficulties
that, in this new society that is emerging, poses to us. The traditional met-
hods of conflict resolution, control, sanction, coercion, today become inef-
fective when it comes to addressing the problems derived from coexistence.

The traditional society that we have known until a few decades ago in
Spain has suffered a profound mutation as a consequence, not of the gene-
rational conflicts themselves, but rather, to these traditional effects we must
incorporate, today, the arrival of people who, coming from other places
present different cultures and customs that can collide with the native
population.

The management of differences is a necessity without which it is not
possible to address the problems that may arise in the streets and public
spaces of our cities, in neighbourhood communities, in school playgrounds,
therefore, it is necessary that a diverse society must not only be recognized,
protected, protected, but must also be managed from the involvement of
citizens through participation and transparency, thus avoiding the resolu-
tion of these difficulties by appealing to punitive populism, that of easy
solutions for difficult problems.

Keywords:

Citizen participation, coexistence, public space, transparency.

1. SEGURIDAD Y CONVIVENCIA. 2. EL PENSAMIENTO
ESTRATÉGICO. 3. TRANSPARENCIA PÚBLICA. 4. PARTICI-
PACIÓN CIUDADANA. 4.1. Una aproximación a la Ley 4/2003, de
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7 de abril, de Ordenación del Sistema de Seguridad Pública de Cata‐
lunya. 4.2. Programa de Civismo y Valores de la Dirección General de
Acción Cívica y Comunitaria del Departamento de Derechos Sociales de
la Generalitat de Catalunya.  CONCLUSIONES.  REFERENCIAS.

SEGURIDAD Y CONVIVENCIA

Se ha hablado de la seguridad ciudadana, de la seguridad del Estado,
pero no es hasta hace poco que se asocian los conceptos de seguridad y
convivencia y, reciente es hablar de seguridad y convivencia en nuestros
barrios.

La seguridad es un instrumento para garantizar la convivencia y está el
ejercicio armónico de los derechos de todos en el seno de la comunidad,
estructurándose en un primer nivel en barrios. La evolución de nuestros
municipios en los últimos años ha supuesto cambios en nuestra sociedad, que
ha pasado de ser una sociedad tutelada a protagonista y participativa en la
toma de decisiones. Todo esto ha ido acompañado de fenómenos nuevos que
se han ido generando y que han supuesto un riesgo para la seguridad y con-
vivencias en nuestros barrios. Cuestión esta última de vital importancia si
nos atenemos a los cambios que se están produciendo en Europa en la última
década y que nos sitúan ante un horizonte lleno de incertidumbres por las
reacciones ante los miedos que se nos presentan y que nos posicionan ante
un mundo inseguro con rápidos cambios y rupturas de moldes tradicionales
que hasta hace poco pensábamos que eran infranqueables y que ahora, des-
pués de los atentados del 11 S, la globalización, el desplazamiento estratégico
de los centros de decisión hacia el Pacífico, la caída del mundo de Berlín y la
desaparición de los bloques, producen una dispersión de los conflictos y la
deslocalización del terrorismo. Ello nos sitúa ante lo que bien podemos cali-
ficar como un nuevo tiempo, un cambio de paradigma, sin saber hacia dónde
vamos realmente. La incerteza invade nuestras vidas. Cuestiones todas ellas
recogidas en la Estrategia Española de Seguridad recientemente aprobada
por el Gobierno de España.

Podemos destacar como elementos «oxidantes» de la convivencia en
nuestros barrios la droga, los pequeños delitos, los comportamientos incí-
vicos, ruidos, elementos que pueden generar que el espacio público sea
ocupado no por los ciudadanos sino por aquellos que generan inseguridad
y quiebran la convivencia. No son los grandes delitos los que generan más
inseguridad, lo pequeño cuando es reiterativo, si la produce.

Hoy día, además, asistimos a un cambio importante en la vida de nues-
tros barrios: el aumento importante de ciudadanos extranjeros, lo cual hace
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adquirir a nuestros barrios un saludable carácter multiétnico y multicultu-
ral que exige una atención prioritaria desde lo público, haciendo necesario
intervenir a los poderes públicos para que estos nuevos fenómenos puedan
ser reconducidos sin producir ni crispación ni marginalidad. Esa especial
atención debe centrarse en los barrios de nuestras ciudades y en los colegios.

Otro elemento fundamental, debido al cambio experimentado estos
años, es el urbanismo como clave para poder crear espacios públicos de
convivencia, desde parques, hasta espacios cerrados donde los jóvenes
puedan desarrollar actividades deportivas y culturales: bibliotecas de
barrio, polideportivos, etc. A los jóvenes se les deben ofrecer alternativas,
estos no deben estar condenados a carecer de espacios donde desarrollar
sus energías.

Sentadas esas premisas quisiera realizar algunas reflexiones en orden al
papel de la Policía en las actuales circunstancias. La primera cuestión que
quisiera plantear es que en los últimos años se ha empezado a hablar cuando
nos referimos a la Policía, a su labor, de la calidad en la prestación de los
servicios policiales. Debemos recordar que antes ya se había utilizado esta
expresión cuando se inició la etapa de la modernización en las administra-
ciones y dentro de ese proyecto se vinculó la expresión calidad en los ser-
vicios públicos, como claro exponente de un proceso de cambio para ade-
cuar de forma óptima la prestación de los servicios públicos a la nueva rea-
lidad. Dentro de todo ese proceso se nos habla de la modernización de la
administración pública, de la planificación por objetivos, de los recursos
disponibles, conceptos todos ellos prácticamente desconocidos hasta hace
unos años. Esas expresiones se empezaron utilizando en el sector privado
y hoy asistimos a una «transposición» al ámbito de lo público. En principio
debemos considerar que tal fenómeno lejos de provocar ciertos recelos debe
ser considerado como novedoso y positivo para nuestras organizaciones
policiales. Sin embargo, considero, que la utilización de tales conceptos en
el terreno de la seguridad pública debe ser siempre bajo el encuadre cons-
titucional que de la seguridad pública hace nuestra Constitución. La segu-
ridad pública, se incardina en una forma de Estado que es el diseñado por
nuestro artículo 1º «El Estado social y democrático de derecho».

Las reflexiones acerca de la Constitución considero deben ser tenidas en
cuenta para evitar que, como consecuencia de la puesta en práctica de cier-
tos criterios gerenciales, se vacíen de contenido principios y valores cons-
titucionales que conforman nuestro Estado actual. Quiero decir con lo hasta
ahora manifestado, que, si en el ámbito de la seguridad pública podemos
aplicar conceptos como el de calidad y eficacia que se utilizan en el sector
privado, tal aplicación debe ser con cautela, con matizaciones y por qué no
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decirlo, con ciertos límites. Límites que evitarán que la garantía de los dere-
chos y libertades pase a pivotar sobre el sector privado, cuestión que supon-
dría subvertir el sentido del Estado como máximo garante, sin ningún tipo
de duda, de tal fin. Toda esta reflexión en modo alguno debe ser interpre-
tada como la negación de los valores que el sector de la seguridad privada
ha aportado y sigue aportando dentro de nuestro sistema de seguridad,
cuestión que hoy nadie discute, simplemente intento deslindar la respon-
sabilidad que asume el Estado y la que corresponde al sector privado, tal
deslinde no plantea es tajante en su artículo 104.

EL PENSAMIENTO ESTRATÉGICO

La función policial debe estar imbuida de un pensamiento estratégico.
Este nos va a permitir diseñar, elaborar proyectos de actuación sobre la base
de la información recogida, analizada, contrastada, con la finalidad, todo
ello, de situarnos en un horizonte de diferentes escenarios con la suficiente
antelación a que alguno de ellos pueda devenir en una realidad y deje de
ser una hipótesis. Hemos estado acostumbrados, como consecuencia de
ciertas mentalidades basadas en principios caducos, a actuar sobre la base
de lo que sucede, siendo incapaces de plantearnos, ni escenarios diferentes
a los por nosotros conocidos ni soluciones imaginativas a las hasta ahora
puestas en funcionamiento para dar respuesta a los problemas que se nos
iban planteando. Basando así, de forma equivocada, el estudio de nuestras
organizaciones en simples indicadores estadísticos que sólo nos dicen una
parte, pero no todo lo que nos interesa saber.

El pensamiento estratégico aplicado a la labor policial es un instrumento
que nos conducirá a la calidad, entendida esta como la adecuación de nues-
tra labor a las demandas reales de los ciudadanos en condiciones de poder
incluso anticiparnos a cuáles van a ser estas pues disponemos de la infor-
mación necesaria, analizada y contrastada, que nos va a permitir no ir a
remolque de los acontecimientos. Si no estamos en condiciones de diseñar
posibles escenarios y sus consiguientes tratamientos tenemos organizacio-
nes «fosilizadas». Comparto en este extremo la reflexión de Mark H. Moore
cuando afirma que «la adaptación de las organizaciones es lo que determina
el valor a largo plazo de las empresas privadas, esto mismo se podría aplicar
a las organizaciones públicas» (Moore, 1998, p. 87).

En consecuencia, necesitamos estudiar la actividad que desarrollan las
organizaciones de policía, no debemos olvidar que estas desarrollan una
compleja labor que va desde la detención de los presuntos delincuentes, la
gestión del tráfico, la defensa de la ley, hasta actuaciones humanitarias y
sociales. Estas funciones son tan amplias que en ocasiones se desconoce el
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verdadero alcance de los servicios policiales. La policía se conforma, así
como una serie compleja y dinámica de interacciones espaciales y sectoria-
les. Si queremos actuar de forma satisfactoria en orden a las demandas de
los ciudadanos debemos tener presente lo que estos exigen en cada
momento, hasta qué punto somos sensibles a sus necesidades y qué grado
de satisfacción tienen del servicio de policía.

Además de todo lo anterior, no debemos olvidar, que las organizaciones
de policía se encuentran bajo la presión dar respuestas a las demandas de
la ciudadanía, se le exige más eficiencia, en ocasiones con cierto detrimento
en la calidad del servicio que se presta a los ciudadanos. Las exigencias
continuas de alcanzar ciertos niveles de rendimiento pueden llegar a pro-
ducir que una organización para obtener resultados, para cuyo logro debe
ajustarse a unas reglas, que en ocasiones pueden llegar a obstaculizar el
logro de los resultados, se produzcan situaciones de incumplimiento ruti-
nario de las reglas por parte de los miembros de la organización para alcan-
zar los objetivos. Esta circunstancia socava los principios deontológicos
sobre los que se deben fundamentar las organizaciones policiales, princi-
pios deontológicos, recogidos en el Código Europeo para funcionarios de
policía los cuales constituyen el «armazón» que debe proteger a la institu-
ción policial de todo intento de actuación extramuros de la Ley. Constitu-
yéndose, asimismo, en un elemento inspirador del pensamiento estratégico
para poder actuar, consecuentemente, con profesionalidad y éxito. Esta
última palabra debe ser tenida presenta cuando hablamos de Policía, al
igual que escuchamos referencias al éxito empresarial o al éxito personal,
la palabra éxito no debe ser incompatible con la actividad policial, más bien
al contrario, debe ser incorporada como estímulo y objetivo: el éxito como
la consecución de lo pretendido con los recursos de que se disponen y
siguiendo los de trabajo reconocidos y validados. Todo ello como elemento
al que se dirige esa forma de entender las modernas organizaciones de
Policía, las cuales, guiadas por un pensamiento estratégico deben afanarse
en tener previstas soluciones para posibles escenarios profesionales y para
dar respuesta a lo real, a lo que se produce cada día, que no por ser real debe
devenir en rutina.

Moore afirma que «los directivos públicos se deben esforzar en la tarea
de definir propósitos valiosos para la colectividad y producirlos. Además de
su continuidad, deben estar preparados para adaptar y reposicionar sus
organizaciones en el entorno político y operativo» (Moore, 1998, p. 91). Esta
reflexión la considero muy acertada para los directivos, responsables de las
organizaciones de Policía, pues estos tienen que adecuar, en palabras de
Moore, «reinventar» sus organizaciones para huir de la rutina, adaptarse a
las nuevas demandas y satisfacer a los ciudadanos con niveles de calidad.
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Cuestiones todas estos que he planteado como necesarias, a mi juicio, cuando
hablamos de seguridad y convivencia en nuestros barrios, y que a la vista de
los recientes sucesos de Francia deben obligar a reflexionar para evitar el
conflicto social. En la búsqueda de la seguridad y convivencia deben tratarse
las causas que general la falta de aquellas. Debemos huir de posiciones
recientemente expresadas que se manifiestan en la frase «vamos a limpiar las
calles». Reducir los asuntos de seguridad y convivencia a políticas criminales
de mera actuación reactiva, detenciones masivas y aumento espectacular de
la población penitenciaria, es volver a nuestro infausto pasado, a la época de
la Ley de Vagos y Maleantes, a la Ley de Peligrosidad Social. La seguridad y
la convivencia en nuestros barrios deben encontrar un punto de apoyo en
políticas sociales basadas en la participación., en atacar las causas del delito,
en definitiva, luchar contra la pobreza y la marginalidad. Debemos hacer
nuestro el compromiso de desarrollar en todo su potencial el artículo 9 apdo.
2ª de nuestra Constitución «Corresponde a los poderes públicos promover
las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los gru-
pos en los que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que
impidan o dificulten la plenitud y facilitar la participación de todos los ciu-
dadanos en la vida política, económica, cultural y social».

TRANSPARENCIA PÚBLICA

Las instituciones políticas deben trabajar de una forma más abierta. Se
debe desarrollar una comunicación más activa, utilizando un lenguaje que
resulte accesible para los ciudadanos, debemos fomentar la confianza en
unas instituciones de por sí complejas. La calidad y la eficacia de las políticas
de los Estados implican una amplia participación de los ciudadanos en
todas y cada una de las distintas fases de los procesos. La participación
genera mayor confianza en los resultados finales y en las Instituciones de
las que emanan las políticas. La transparencia y el buen gobierno como
conjunto de medidas que tienen por objeto en una sociedad avanzada el
facilitar y hacer efectivas la rendición de cuentas, mediante la evaluación
de la labor de las instituciones, de los procesos y de las prácticas que deter-
minan como se ejercita el poder, como los ciudadanos participan en la
adopción de las decisiones públicas y como estas decisiones se toman de
acuerdo con el interés general.

La democracia es un elemento fundamental que determina un fuerte
impulso social pero que no se agota en sí mismo si no que necesita perma-
nentemente ahondar en la transparencia para satisfacer a la sociedad que
cada vez es más exigente y que ha dejado de ser una sociedad tutelada a
una participativa.
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En esta línea de pensamiento se encuadra el encargo que, el 21 de diciem-
bre del año 2004, el Gobierno de la Generalitat realizó para la elaboración de
un Informe sobre Buen Gobierno y Transparencia Administrativa a un grupo
de trabajo, que hizo entrega de sus conclusiones el 27 de julio de 2005. La idea
era recoger en un documento los principios que deberían orientar las actua-
ciones de las administraciones públicas. El informe reivindica «la defensa de
los valores elementales y comunes indispensables para la convivencia y la
cohesión social del país, e insta al Gobierno a definir los valores universales
de ciudadanía, compartidos por el conjunto de la comunidad, fundamentales
en el diálogo y partiendo del compromiso y la responsabilidad de convivir
en sociedad», para después pedir espíritu de servicio a los cargos públicos,
y una cultura de respeto al uso racional y legal de los recursos públicos, a fin
de promover una serie de medidas concretas. En el apartado de «valores», el
documento habla de una «cultura democrática, en la que la ciudadanía ejerce
las virtudes cívicas, participa de forma comprometida en los asuntos públi-
cos, motivando y estimulando los cambios sociales e institucionales. En un
esfuerzo tenaz por alcanzar mayores cotas de legitimidad democrática».
Años más tarde se aprobó el Código ético del servicio público de Cataluña
(Acuerdo GOV/164/2021, de 26 de octubre).

PARTICIPACIÓN CIUDADANA

La sociedad actual requiere de nuevas herramientas dentro de las polí-
ticas de seguridad públicas debido a su complejidad y dinamismo, ya no
nos encontramos ante una sociedad tutelada si no que ahora llega a ser una
sociedad que participa de la toma de decisiones y que ejerce un saludable
control en relación con los poderes públicos. Las actuales circunstancias
solicitan substituir los tradicionales mecanismos de resolución de los pro-
blemas por otros que puedan responder a las nuevas necesidades: las nue-
vas tecnologías, la inmigración, los problemas que afectan a la juventud, la
violencia doméstica, etc. Todas estas circunstancias nuevas exigen una res-
puesta inmediata, y los operadores jurídicos y sus instrumentos han de estar
en condiciones para darles respuestas satisfactorias. El Estado «no puede
ser un simple proveedor de servicios, sino el fundamento mismo de la
coherencia social» (Ramírez, 2005, p. 13).

Un valioso instrumento que hoy se nos presenta es la participación ciu-
dadana. Ésta ofrece la posibilidad a los ciudadanos de establecer unas rela-
ciones directas con los responsables de llegar a cabo las políticas de segu-
ridad públicas en un determinado territorio, a la vez que llegan a ser ins-
trumentos indispensables de control social que, en una sociedad
democrática como la nuestra, ha de haber en relación con los operadores
que actúan en el ámbito de la seguridad. La participación opera en un doble
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sentido, por un lado, posibilita a los ciudadanos saber de primera mano qué
hace la Policía y por otro, ofrece a ésta explicar qué hace y que hará. En
definitiva, crea un marco adecuado para trabajar en esta línea de una policía
integrada en la comunidad.

En esta coyuntura es patente el interés del análisis de las relaciones de
la policía con la sociedad, elemento este, clave, ya dibujado por Robert Peel,
con motivo de la creación de la Policía Metropolitana de Londres en 1829,
cuando establece la necesidad de la legitimación de la Policía, de disponer
de unas fuerzas de policía aceptadas por la comunidad como elemento fun-
damental a la hora de que esta pueda disponer de su colaboración y obtener
éxito en sus investigaciones. Acertadamente señala Woodley que «unas
fuerzas que no cuenten con la ayuda de la población deberán crear sus pro-
pios métodos que forzosamente resultarán inaceptables para reforzar la ley
y detectar el crimen» (Curbet, 1983, p. 74).

La participación ciudadana ofrece la posibilidad a la ciudadanía de
establecer relaciones directas con los responsables de implementar las
políticas públicas en un territorio determinado, a la vez que es un instru-
mento indispensable que favorece el control social que, en una sociedad
democrática, constituye un elemento que garantiza la transparencia: la
participación opera en un doble sentido, por un lado posibilidad a la ciu-
dadanía saber de primera mano que hace la administración y en segundo
lugar la administración puede conocer que piensan los ciudadanos y ciu-
dadanas.

Debemos ser conscientes de que en la vieja Europa están cambiando
muchas cosas y algunos desde su caja de cristal ni se enteran, ni quieren
tomar nota. No me refiero sólo a que en Europa estamos viviendo un cambio
de ciclo económico que pone fin al Estado del Bienestar que hemos conocido
hasta ahora, ni los problemas derivados de la globalización, me refiero a
que el fenómeno migratorio que ha vivido Europa en los últimos años, las
políticas de integración de los recién llegados, la respuesta ciudadana que
inicialmente se mostró indiferente, ahora, poco a poco, y de forma impara-
ble está produciendo todo un auge de movimientos populistas que en algu-
nos casos incluso bien pueden ser calificados como xenófobos por funda-
mentarse en posiciones integristas en el religioso y en lo cultural posiciones
que se han ido forjando como respuestas a los nuevos fenómenos de la
inmigración y las políticas de cohesión social que los Estados europeos han
llevado a cabo en los últimos años. La Europa del siglo XXI se debatirá entre
aquellas posiciones basadas en la centralidad y valores de sus padres fun-
dadores y los retos de su rápido crecimiento poblacional que generan espa-
cios de conflicto social que exigen respuestas rápidas y serias.

LA PARTICIPACIÓN DE LA CIUDADANÍA EN LA GESTIÓN DE LA CONVIVENCIA ...

31



4.1.

a)

b)

UNA APROXIMACIÓN A LA LEY 4/2003, DE 7 DE ABRIL, DE
ORDENACIÓN DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DE
CATALUNYA

El año 2003 el Parlamento de Catalunya aprobó Ley de Ordenación del
Sistema de Seguridad Pública de Catalunya, Ley 4/2003, de 7 de abril, que
se constituye en el eje central sobre el que debe pivotar la seguridad pública
en nuestra Comunidad Autónoma.

La Ley tiene como principio inspirador el de «integrar los diferentes
servicios que actúan en el ámbito de la seguridad pública en un sistema
coordinado y único de seguridad pública en Catalunya». Este sistema tal y
como se recoge en el preámbulo de la Ley debe basarse en «los principios
de cooperación y colaboración entre las diferentes autoridades, adminis-
traciones y servicios públicos con responsabilidades en el ámbito de la
seguridad, a la vez que se prevén también los órganos de coordinación y de
participación ciudadana correspondientes, la manifestación más elevada de
los cuales la constituye el Consejo de Seguridad de Catalunya».

La Ley se sustenta en lo que se denomina una cultura de corresponsabilidad
«mediante la cual la Generalitat y los ayuntamientos, principalmente, como
administraciones catalanas, desarrollan espacios, como las juntas locales de
seguridad y las comisiones territoriales de seguridad, instrumentos de planifi-
cación y coordinación, como los convenios de colaboración y los diferentes tipos
de planes de seguridad, que han de garantizar un más eficaz y eficiente sistema
de seguridad para Catalunya, tanto en la consecución de los resultados deseables
como en el uso racional y sostenible de los recursos públicos disponibles».

La Ley prevé la constitución de una serie de órganos que contribuirán
a desarrollar los principios recogidos en el articulado. En primer lugar, se
hace referencia al Consejo de Seguridad de Catalunya, órgano deliberante,
consultivo y de participación superior en Catalunya en materia de seguri-
dad. Presidido por el titular del Departamento de Interior, en el cual tiene
cabida representantes de la Generalitat, de la Administración, del Estado,
de las entidades ciudadanas, y si es necesario de la judicatura y de la fiscalía.
Las funciones del Consejo de Seguridad de Catalunya son:

Analizar, estudiar y evaluar la situación de seguridad en Catalunya
y emitir un informe anual sobre su evolución, y otros que considere
necesarios.

Promover y proponer medidas generales e iniciativas de mejora de
la situación de seguridad en Catalunya, y presentarlas, si es nece-
sario, a los organismos competentes.

TRANSPARENCIA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LOS ENTES TERRITORIALES

32



c)

d)

e)

f)

Conocer e impulsar iniciativas dirigidas a la mejora de los servicios
de las diferentes administraciones relacionadas con la seguridad
pública en Catalunya.

Acordar la constitución de comisiones de estudio y de grupos de
trabajo, fijar el ámbito y los criterios de su actuación.

Promover la información y la sensibilización de la opinión pública
sobre la situación de la seguridad pública en Catalunya y los estu-
dios en la materia que elabora periódicamente.

El Gobierno de la Generalitat ha de aprobar por decreto el regla-
mento de organización y funcionamiento del Consejo.

Se desea supera un caduco concepto de la seguridad, evitando las lec-
turas tradicionales y anquilosadas de la misma, que sólo se basan en mode-
los reactivos y excesivamente acotados, para dar paso a una concepción
moderna y mucho más social de la seguridad llegándose a afirmar que
«Catalunya aspira a dotarse plenamente de un modelo que supere la con-
cepción tradicional de la seguridad y el orden público, a favor de una orien-
tación que se fundamente en la prevención, la participación y la implicación
de los diferentes servicios públicos, y asimismo de la sociedad civil».

La Ley consta de cinco capítulos, relativos a las disposiciones generales,
la estructura del sistema de seguridad de Catalunya, la Administración
territorial de seguridad, las relaciones entre Administraciones y las rela-
ciones con los ciudadanos y ciudadanas, a los que siguen diversas disposi-
ciones de carácter adicional, transitorio, derogatorio y final.

El artículo 1 establece claramente el objeto y ámbito de esta Ley. «El objeto
de esta Ley es la ordenación de las competencias de la Generalitat en materia
de seguridad pública, especialmente las de policía, y su integración con las
de protección civil, tránsito juego y espectáculos y seguridad privada, en un
sistema general de seguridad propio de Catalunya, participado por las otras
administraciones con responsabilidades concurrentes en esta materia».

Con relación a este artículo pensamos hubiese sido deseable hacer referen-
cia expresa al principio de lealtad constitucional en materia de tal importancia
con relación al Gobierno del Estado. Pues no debemos olvidar, que esta ley se
subordina a la LOFCS, y que más o menos tarde a nivel estatal deberá existir
una Ley que cree un verdadero y racional sistema de seguridad público en
España, articulado sobre nuestra organización autonómica del Estado.

El sistema de seguridad de Catalunya, a tenor de lo dispuesto por el
artículo 3 está integrado por: las autoridades de seguridad, los cuerpos

LA PARTICIPACIÓN DE LA CIUDADANÍA EN LA GESTIÓN DE LA CONVIVENCIA ...

33



4.2.

policiales y otros servicios públicos o privados, de seguridad y los órganos
de coordinación y participación en materia de seguridad. El órgano supe-
rior de coordinación entre la Policía de la Generalitat y las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad del estado es la Junta de Seguridad de Catalunya.

PROGRAMA DE CIVISMO Y VALORES DE LA DIRECCIÓN
GENERAL DE ACCIÓN CÍVICA Y COMUNITARIA DEL
DEPARTAMENTO DE DERECHOS SOCIALES DE LA
GENERALITAT DE CATALUNYA

En el año 2022 se puso en marcha una iniciativa impulsada desde el
Programa de Civismo y Valores de la Dirección General de Acción Cívica
y Comunitaria del Departamento de Derechos Sociales de la Generalitat de
Catalunya que pretende hacer un análisis del civismo y de los valores en la
Catalunya de hoy. Consideramos que se hace imprescindible el poder reco-
nectar con la ciudadanía, en el sentido de que ésta sea activa y asuma res-
ponsabilidades hacia los demás y que los poderes públicos estén anclados
por los principios de transparencia y buen gobierno. Entendemos que este
feedback es imprescindible para conseguir una auténtica cultura cívica. Es
necesario que quedemos dispuestos a las exigencias del pluralismo exis-
tencial, expresado en el multiculturalismo, entre otros hechos, así como en
la conveniencia de resolver los conflictos por vías pacíficas y educadas

Para el estudio se ha elaborado una encuesta que pretende captar el
estado del civismo y los valores con 75 preguntas desde diferentes bloques
temáticos: concienciación, medio ambiente, participación ciudadana, redes
sociales, sector privado, escuela, culturas urbanas, percepción ciudadana
de el incivismo, gestión de la diversidad, animales de compañía, sanciones
y medidas alternativas.

Las respuestas dadas a la pregunta 43 es un buen ejemplo de importancia
de la participación ciudadana, una cuestión tan importante como la del
civismo las respuestas son coincidentes en un 90% pues afirman que afirman
que en las reuniones de las asociaciones de vecinos se tratan mayoritaria-
mente los temas de civismo son tratados asociaciones de vecinos, tenemos
una respuesta que califica con 5 y cinco respuestas que dan una calificación
de 4, es una valoración coherente con la realidad actual en la que la preocu-
pación por el civismo sale a todas las encuestas que les plantean en las dife-
rentes localidades. También refuerza esta hipótesis la pregunta 47 pues el
análisis de las respuestas muestra que el papel de las asociaciones de vecinos
en la prevención del incivismo es relevante, pues actúan como incentivadoras
para que los ayuntamientos dedican más recursos y tiempo a la prevención
del incivismo y que actúan de forma proactiva a través del diseño de acciones
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en defensa del civismo, puesto que en una puntuación de 0 a 5 de las 8 res-
puestas dadas 2 calificando con tres y respuestas 3 a un cuatro.

CONCLUSIONES

La participación ciudadana constituye dentro del mundo actual de las
políticas públicas de seguridad un instrumento valioso que nos dan posi-
bilidades si las utilizamos debidamente de poder mejorar la eficacia y la
eficiencia de las políticas de seguridad públicas. La sociedad actual es cada
vez más compleja y dinámica, no es una sociedad tutelada si no que ahora
llega a ser una sociedad que participa de la toma de decisiones y que ejerce
un saludable control en relación con los poderes públicos. Las actuales cir-
cunstancias solicitan substituir los tradicionales mecanismos de resolución
de los problemas por otros que puedan responder a las nuevas necesidades:
las nuevas tecnologías, la inmigración, la delincuencia organizada, los pro-
blemas que afectan a la juventud, la violencia doméstica, etc. Todas estas
circunstancias nuevas solicitan una respuesta inmediata, y los operadores
jurídicos y sus instrumentos han de estar en condiciones para darles inme-
diatez tal como se hacía referencia.

Es indispensable la implicación social y ciudadana para conseguir los
objetivos de transparencia, creando los mecanismos necesarios de partici-
pación ciudadana. En línea con lo manifestado es indispensable elaborar
indicadores de eficacia y de eficiencia de los servicios y de los procedi-
mientos que gestionan o tramitan las Administraciones y sus empresas. A
tal fin se debe tener en cuenta la necesidad de poder someter sistemática-
mente a programas de auditoría externa de gestión todos los servicios y
procedimientos para poder ser evaluados y de esta forma poder desarrollar
estrategias que impulsen los mejores procedimientos de gestión de los ser-
vicios públicos bajo los principios de responsabilidad y eficiencia.
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La transparencia, el acceso a la información pública y la participación ciudadana constituyen, 
hoy en día, elementos fundamentales en la construcción de una sociedad democrática avan-
zada, ya que, por un lado, permiten a los ciudadanos estar informados sobre las decisiones 
y actuaciones de los poderes públicos que afectan a su vida cotidiana y tomar decisiones 
basadas en información completa y veraz y, por otro lado, fomentan la responsabilidad de 
los poderes públicos, así como la confianza de la ciudadanía en las instituciones.
En esta obra los lectores encontrarán aportaciones de carácter multidisciplinar en las que 
prestigiosos especialistas sobre esta materia llevan a cabo diferentes aproximaciones a la 
participación de la ciudadanía en los entes territoriales, prestando especial atención a la 
gobernanza participativa en los entes locales y dan a conocer diversos modelos y experien-
cias relacionados con la transparencia y el acceso a la información pública.
La monografía, que surge de la compilación de las principales ponencias que se presentaron 
en el VIII Congreso Internacional de Transparencia y Buen Gobierno celebrado en la Univer-
sidad de Alcalá en septiembre de 2023, se completa con otros dos libros que comparten 
una misma temática y raíz, pero tienen, a su vez, sus propias singularidades, editados por 
esta misma editorial y coordinados por las profesoras Mónica Arenas Ramiro (Acceso, 
tratamiento de datos e inteligencia artificial. un análisis desde la transparencia) y Victoria 
Jiménez Martínez (Ética, calidad democrática, lobbies y entidades privadas).
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